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RESOLUCIÓN 

 
 En San Juan, Puerto Rico, a 20 de abril de 2021.  

Comparece ante nosotros el señor Gilbert Acevedo Malavé (Sr. 

Acevedo; peticionario) mediante el presente recurso de certiorari y nos 

solicita que revoquemos la Resolución emitida por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de Mayagüez (TPI), el 18 de febrero de 2021 y   

notificada al día siguiente. Mediante el referido dictamen, el TPI declaró 

No Ha Lugar la solicitud de desestimación presentada por el peticionario 

al amparo de la Regla 64(p) de Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II, 

R. 64(p).  

Adelantamos que se deniega la expedición del auto de certiorari 

sin trámite ulterior bajo lo dispuesto en la Regla 7(B)(5) del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII–B, R. 7(B)(5). 

I 

En el presente caso, luego de celebrada la vista de determinación 

de causa para arresto (R.6) y la vista preliminar (R.23), el Ministerio 

Público presentó varias Acusaciones1 contra el Sr. Acevedo por infracción 

a los Artículos 6.082 y 6.14 (b)3 de la Ley Núm. 168-2019, mejor conocida 

 
1 Véase Anejos 5-10 del recurso.  
2 El Artículo 6.08 establece lo siguiente: 
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como la Ley de Armas de Puerto Rico de 2020 (Ley Núm. 168-2019); por 

tres (3) infracciones al Artículo 3.2 (d)4 y por infracción al Artículo 3.35, 

bajo su modalidad de tercer grado, de la Ley Núm. 54-1989, por hechos 

ocurridos durante el 28, 29 y 30 de enero de 2020. En lo pertinente, la 

acusación presentada por la infracción al Artículo 6.08 de la Ley 168-

2019, supra, lee como sigue:  

El referido acusado GILBERT LOUIS ACEVEDO MALAVE, 
allá en o para el día 29 de enero de 2020 en San Germán, 
Puerto Rico, […] ilegal, voluntaria, y criminalmente tenía y/o 
poseía un arma de fuego pequeña color negro, sin tener 
licencia para ello bajo la Ley. El acusado utilizó dicha arma 
de fuego para cometer el delito del Art. 3.3 de la Ley 54 
contra la SRA. JEENETTE VELEZ COLON.  
 

 
Toda persona que sin tener licencia de armas tenga o posea un arma de 
fuego, incurrirá en delito grave, y convicta que fuere será sancionada 
con pena de reclusión por un término fijo de cinco (5) años. De mediar 
circunstancias agravantes, la pena establecida podrá ser aumentada 
hasta un máximo de diez (10) años; de mediar circunstancias 
atenuantes, podrá ser reducida hasta un mínimo de un (1) año. Se 
considerará un agravante el que el arma haya sido reportada como 
robada o apropiada ilegalmente, o importada a Puerto Rico de forma 
ilegal. 
[…] 
 

3 En lo pertinente, el Artículo 6.14 dispone lo siguiente:  
Incurrirá en delito grave con pena de reclusión por un término fijo de 
cinco (5) años, toda persona que, salvo en casos de legítima defensa, 
propia o de terceros, o de actuaciones en el legítimo desempeño de 
funciones oficiales o actividades legítimas de deportes:    
[…] 
(b) intencionalmente apunte hacia alguna persona con un arma de 
fuego, aunque no le cause daño a persona alguna.    
[…] 
 

4 El mencionado artículo lee como sigue:  
Se impondrá pena correspondiente a delito grave de tercer grado en su 
mitad inferior cuando en la persona del cónyuge, ex cónyuge o de la 
persona con quien se cohabita o se haya cohabitado, o con quien se 
sostiene o haya sostenido una relación consensual, o con quien se haya 
procreado un hijo o hija, independientemente del sexo, estado civil, 
orientación sexual, identidad de género o estatus migratorio de 
cualquiera de las personas involucradas en la relación, se incurriere en 
maltrato según tipificado en esta Ley, mediando una o más de las 
circunstancias siguientes: 
[…] 
(d) cuando se cometiere en la presencia de menores de edad. 

 
5 El Artículo 3.3 establece el delito de maltrato mediante amenaza y dispone lo siguiente:  

Toda persona que amenazare con causarle daño a su cónyuge, ex 
cónyuge, a la persona con quien cohabita o con quien haya cohabitado 
o con quien sostiene o haya sostenido una relación consensual, o la 
persona con quien haya procreado un hijo o hija, independientemente 
del sexo, estado civil, orientación sexual, identidad de género o estatus 
migratorio de cualquiera de las personas involucradas en la relación, a 
los bienes apreciados por ésta, excepto aquéllos que pertenecen 
privativamente al ofensor, o a la persona de otro, incurrirá en delito 
grave de cuarto grado en su mitad superior. 
El Tribunal podrá imponer la pena de restitución, además de la pena de 
reclusión establecida. 
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Así mismo, la acusación presentada por infracción al Artículo 6.14 

(b) de la Ley Núm. 168-2019, supra, lee como sigue:  

El referido acusado GILBERT LOUIS ACEVEDO MALAVE, 
allá en o para el día 29 de enero de 2020 en San Germán, 
Puerto Rico, […] ilegal, voluntaria, y criminalmente apuntó a 
la SRA. JEENETTE VELEZ COLON con un arma de fuego 
pequeña color negr[o]. Consistente en que el acusado le dijo 
que le iba a dar un tiro, a la vez que le apuntó con el arma 
de fuego en el área de la barbilla. Sintiéndose la perjudicada 
temerosa por su vida y por su seguridad.  
 
Así las cosas, el 10 de diciembre de 2020, el Sr. Acevedo presentó 

una Solicitud de desestimación6 conforme la Regla 64(p) de 

Procedimiento Criminal, supra. En la misma, alegó que la acusación 

presentada no procedía y la misma debía desestimarse debido a que el 

TPI no tuvo ante sí prueba suficiente para determinar causa probable. 

Sobre el particular, indicó que se trajo como prueba una alegada arma 

que no fue ocupada, la cual fue descrita como un arma pequeña color 

negro, sin decir específicamente el tipo de arma. A tales efectos, afirmó 

que, para establecer los elementos del delito, tenía que existir, 

“obligatoriamente, […] una descripción clara e inequívoca de que arma se 

trata o la que supuestamente se utilizó para cometer el delito.”  Además, 

manifestó que en la Vista Preliminar nada se mencionó sobre la alegada 

arma aun cuando en la acusación se mencionó un arma de fuego. En 

consecuencia, solicitó la desestimación de las acusaciones presentadas 

bajo la Ley 168-2019, supra.  

En respuesta, el Ministerio Público presentó el 2 de febrero de 

2021, su Oposición a solicitud de desestimación7. Mediante la referida, 

argumentó que la solicitud de desestimación debía ser rechazada de 

plano debido a que no se puso al TPI en posición para evaluar la 

controversia presentada ya que no incluyó “una descripción y/o 

transcripción de la declaración sobre los hechos según fueron relatados” 

por la Sra. Vélez. Ello así, manifestó que era norma reconocida que la 

determinación de causa probable goza de presunción legal de corrección 

 
6 Véase Anejo 2 del recurso. 
7 Véase Anejo 3 del recurso.  
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y, a tales efectos, reiteró que la descripción provista del arma en conjunto 

con los demás hechos fueron más que suficientes para establecer el 

quantum de prueba requerido en una Vista Preliminar.  

Atendidos los aludidos escritos, el TPI emitió una Resolución8 el 18 

de febrero de 2021, notificada al día siguiente, en la cual declaró No Ha 

Lugar la solicitud de desestimación presentada por el Sr. Acevedo. En la 

misma, dispuso que en la Vista Preliminar “se describió el arma por un 

testigo ocular que vio al acusado portar y apuntar el arma de fuego [y] 

[d]escribió [el] color y tamaño de la misma.” Por consiguiente, dispuso que 

se había pasado prueba de todos los elementos de los delitos 

contemplados en los Artículos 6.08 y 6.14 (b) de la Ley Núm. 168-2019, 

supra, en conexión con el Sr. Acevedo.  

Inconforme con tal determinación, el Sr. Acevedo acude ante 

nosotros y nos plantea el siguiente señalamiento de error: 

Erró el [H]onorable Tribunal al determinar causa para acusar 
por los artículos 6.08 y 6.14 de la Ley de Armas, por lo que 
no se presentó una descripción clara e inequívoca del arma 
y por ello hay ausencia total de prueba. 
 

II 
 

A. Certiorari 

El auto de certiorari es “un vehículo procesal discrecional que 

permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar las determinaciones de 

un tribunal inferior.” IG Builders v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 

(2012). A estos fines, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B R.40, establece los criterios que nos 

corresponde tomar en consideración para determinar si expedimos o no 

un auto de certiorari. Dichos criterios son los siguientes:  

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a  
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho 

 
(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada  

para el análisis del problema 
 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal 
de Primera Instancia 

 
8 Véase Anejo 1 del recurso.  
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(D) Si el asunto planteado exige consideración más detenida 

a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados 

 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 

es la más propicia para su consideración 
 
(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

no causa un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio 

 
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

evita un fracaso de la justicia.  
  
De acuerdo con lo dispuesto en la Regla 40, supra, debemos 

evaluar “tanto la corrección de la decisión recurrida, así como la 

etapa del procedimiento en que es presentada; esto, para determinar 

si es la más apropiada para intervenir y no ocasionar un 

fraccionamiento indebido o una dilación injustificada del litigio.” 

(Énfasis nuestro.) Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 

(2008). Recordemos que la discreción judicial “no se da en un vacío ni en 

ausencia de otros parámetros”,9 sino que como Tribunal revisor debemos 

ceñirnos a los criterios antes señalados. Es norma reiterada que los foros 

apelativos no debemos intervenir con las determinaciones de los 

tribunales de instancia, “salvo que se demuestre que hubo un craso 

abuso de discreción, o que el tribunal actuó con prejuicio o 

parcialidad, o que se equivocó en la interpretación o aplicación de 

cualquier norma procesal o de derecho sustantivo, y que [la] 

intervención en esa etapa evitará un perjuicio sustancial.” (Énfasis 

nuestro.) Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729, 745 (1986).  

 De igual forma, se ha resuelto que el denegar la expedición de un 

auto de certiorari no constituye una adjudicación en los méritos; si no que 

“es corolario del ejercicio de la facultad discrecional del foro apelativo 

intermedio para no intervenir a destiempo con el trámite pautado por el 

foro de instancia”. (Énfasis nuestro.) Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 

supra, a la pág. 98.   

 
9 IG Builders v. BBVAPR, 185 DPR 307, 338 (2012) que cita a Rivera Figueroa v. Joe’s 
European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011).  
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B. Vista Preliminar 

La Regla 23 de las de Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II, R. 

23, requiere la celebración de una vista preliminar en todos los casos de 

delito grave. Sobre el particular, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

señalado lo siguiente: 

1. el objeto central de la vista preliminar no es hacer una 
adjudicación en los méritos en cuanto a la culpabilidad o 
inocencia del acusado;   

2. aunque se trata de una función propiamente judicial, no 
es ‘” un mini juicio'';   

3. el fiscal no tiene que presentar toda la prueba que 
posea;   

4. la vista está encaminada a proteger a la persona 
imputada a través de un filtro o cedazo judicial por el cual 
el Estado tiene que pasar prueba, y demostrar si está 
justificado o no a intervenir con la libertad de un 
ciudadano y someterlo a los rigores y contingencias de 
un juicio plenario, y   

5. una vez se demuestra y se justifica esta intervención, la 
vista ha cumplido su propósito de ley. Pueblo v. 
Rodríguez Aponte, 116 D.P.R. 653, 665 (1985).   

 
El propósito principal de la vista preliminar “es evitar que una 

persona sea sometida injustificadamente a los rigores de un proceso 

penal”, lo que “se logra mediante la exigencia de que el Estado presente 

alguna prueba sobre los elementos constitutivos de delito y sobre la 

conexión del imputado con su comisión.” Pueblo v. Rivera Vázquez, 177 

D.P.R. 868, 875 (2010). Por consiguiente, se ha establecido que el 

quantum de prueba que debe presentar el Ministerio Público durante una 

vista preliminar es una scintilla. Pueblo v. Rivera Cuevas, 181 DPR 699, 

707 (2011). No obstante, “esta tiene que ser de calidad, pues tiene que 

ser admisible en el juicio en su fondo.” Id.   

A tales efectos, el Ministerio Público “no tiene que presentar toda la 

prueba que ostente contra el acusado” y “[b]asta con ‘demostrar que 

existe evidencia sobre todos los elementos del delito y su conexión 

con el acusado’.” (Énfasis nuestro.) Pueblo v. Rivera Cuevas, supra, a la 

pág. 706, que cita a Pueblo en interés menor K.J.S.R., 172 DPR 490, 498 

(2007). Se trata de una vista “que permite evaluar, tanto la validez del 

arresto, como las probabilidades de que la persona sea culpable del delito 

grave que se le imputa” sin hacer “una adjudicación en los méritos sobre 
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la culpabilidad de la persona imputada, pues no se trata de un ‘mini 

juicio’.” Pueblo v. Rivera Vázquez, supra, a las págs. 875-876.   

La determinación de causa probable en la vista preliminar 

“concede la debida autorización al Ministerio Público para presentar la 

acusación de rigor”10 y, una vez que se cumple con el quantum de prueba 

requerido, dicha determinación goza de una presunción de corrección. 

Pueblo v. Guadalupe Rivera, 2021 TSPR 32.  Sin embargo, la persona 

imputada de delito puede intentar rebatir esa presunción de corrección 

mediante la presentación de una moción de desestimación al amparo de 

la Regla 64(p) de Procedimiento Criminal, supra.  

A tales efectos, la referida moción solo podrá proceder en dos 

escenarios, a saber: “(1) cuando se infringió alguno de los derechos o 

requisitos procesales de la vista preliminar; y (2) cuando se determinó 

causa probable para acusar, pese a la ausencia total de prueba sobre 

alguno de los elementos del delito imputado, incluido entre estos, la 

prueba sobre la conexión del acusado.” Pueblo v. Guadalupe Rivera, 

2021 TSPR 32. En lo pertinente, sobre el segundo escenario se ha 

señalado que “se tiene que demostrar que el Ministerio Público no 

presentó prueba sobre algún elemento del delito o la conexión del 

acusado en la vista que dio lugar a la presentación del pliego 

acusatorio.” (Énfasis nuestro.) Id. Por consiguiente, “[s]olamente ante 

una situación de ausencia total de prueba es que procede sustituir el 

criterio del magistrado que inicialmente halló causa para acusar.” 

(Énfasis nuestro.) Id. que cita a Pueblo v. Negrón Nazario, 191 DPR 

720,736 (2014).  

III 

El Sr. Acevedo recurre ante nosotros de una Resolución emitida el 

18 de febrero de 2021, notificada al día siguiente, mediante la cual se 

declaró No Ha Lugar la moción de desestimación al amparo de la Regla 

64(p) de Procedimiento Criminal, supra. Señaló que erró el TPI al 

 
10 Pueblo v. Rivera Vázquez, supra, a la pág. 876. 
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determinar causa por los Artículos 6.08 y 6.14 de la Ley Núm. 168-2019, 

supra, ya que no se había presentado una descripción clara e inequívoca 

del arma y que, por ello, existía una ausencia total de prueba.  

Es norma reconocida que los foros apelativos no debemos 

intervenir con las determinaciones realizadas por los tribunales inferiores 

cuando estas se enmarquen en su discreción. Sólo por excepción, 

podemos intervenir con estas. Esta excepción surge cuando se 

demuestra que el TPI actuó con prejuicio, parcialidad, que se equivocó en 

la aplicación de cualquier norma procesal o que incurrió en craso abuso 

de discreción. En lo pertinente, se ha reconocido que la determinación de 

causa probable para acusar goza de una presunción de corrección y sólo 

ante una situación de ausencia total de prueba es que procedería sustituir 

el criterio del foro primario.  

Evaluada la Resolución recurrida, somos del criterio que esta no 

cumple con los criterios establecidos en la Regla 40, supra. No vemos 

que, en el manejo del caso ante el TPI, se incurrió en un abuso de 

discreción o que este haya actuado bajo prejuicio o parcialidad. Tampoco 

se demostró que, el TPI se haya equivocado en la interpretación o 

aplicación de una norma procesal y que, intervenir en esta etapa, evitaría 

un perjuicio sustancial contra el peticionario. Por consiguiente, no nos 

vemos persuadidos a intervenir en esta etapa de los procedimientos. 

Así mismo, debemos recordarles que el quantum de prueba de 

prueba requerido en una Vista Preliminar es de una scintilla, por 

consiguiente, el Ministerio Público no viene obligado a presentar toda la 

evidencia, ya que no se trata de un mini juicio. Solamente se requiere 

demostrar la existencia de evidencia sobre todos los elementos del delito 

y la conexión esta con el acusado.  

 Por lo tanto, ante la falta de abuso de discreción, parcialidad o 

prejuicio por el foro primario en la resolución recurrida y dentro de nuestra 

discreción, no encontramos una razón que justifique nuestra intervención 

en el presente caso. A tales efectos, se deniega la expedición del auto.  
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IV 

Por los fundamentos antes expuestos, se deniega la expedición del 

auto de certiorari.  

Lo acordó el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal de 

Apelaciones.   

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 
 

 


